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SENTENCIA  NUM.1030/2020 

 

D. Carlos Moreno Millán 

Presidente 

D. Juan Martínez Pérez 

D. Rafael Ruiz Giménez 

 Magistrados            

 

 

En la ciudad de Murcia, a 26/11/2020. 

  

La Sección Cuarta de la Audiencia Provincial de Murcia, 

integrada por los Iltmos. Sres. expresados al margen, ha visto 

en grado de apelación los autos de Juicio Ordinario nº 

2712/2018 -Rollo nº 1749/2019-, que en primera instancia se 

han seguido en el Juzgado de Primera Instancia nº. 16 de 
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Murcia, entre las partes: como parte demandante, D. PEDRO 

NAVARRO CUEVAS y Dª. ANA CASCALES ALARCÓN, representado/a por 

el/la Procurador/a de los Tribunales D./Dª. Josefa Gallardo 

Amat y asistido/a por el/la Letrado/a Sr./Sra. Murcia Merlos y 

demandada, la mercantil “BANCO SABADELL”, S.A., representado/a 

por el/la Procurador/a de los Tribunales D./Dª.  Carlos Mario 

Jiménez Martínez y asistido/a por el/la Letrado/a Sr./Sra. 

Alburquerque. En esta alzada actúa como apelante la demandada 

y como apelada la demandante; siendo Ponente el Iltmo. Sr. Don 

Rafael Ruiz Giménez, que expresa la convicción del Tribunal. 

 

 

ANTECEDENTES DE HECHO 

 

 Primero: Por el Juzgado de Primera Instancia nº 16 de 

Murcia en los referidos autos se dictó Sentencia 22/07/2019, 

cuya parte dispositiva es del tenor literal siguiente: 

“Estimo parcialmente la demanda presentada por Pedro 

Navarro Cuevas y Ana Cascales Alarcón bajo la representación 

del procurador Josefa Gallardo Amat frente a BANCO DE 

SABADELL, SA, representada por el procurador Carlos Mario 

Jiménez Martínez. 

-Declaro nulas por abusivas, teniéndolas por no puestas, 

las cláusulas de imputación de gastos, número 5º de la 

escritura de préstamo hipotecario de 8 de octubre de 2004, 

Protocolo 1923. 

-Condeno a la demandada a reintegrar a la parte demandante 

la suma de 632,41€, que responde a la mitad de los gastos de 

notaría y gestoría, así como gastos de registro y tasación, 

más el interés legal desde la reclamación extrajudicial (13 de 

junio de 2018) y hasta su completo pago en aplicación de los 

principios dispositivo y de congruencia. 
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Cada parte abonará las costas causadas a su instancia y 

las comunes por mitad”.  

 

Segundo: Contra dicha Sentencia, se interpuso recurso de 

apelación por la representación procesal de la demandada en el 

que, tras alegar los hechos y fundamentos de derecho que 

estimó de aplicación, terminó suplicando que se “estime el 

recurso de apelación, revoque la Sentencia de instancia y, en 

su lugar, dicte otra estimando íntegramente los pedimentos 

aducidos por esta parte en el presente Recurso de Apelación”. 

 Admitido a trámite por Diligencia de Ordenación de 

03/09/2019, se dio traslado a la demandante, emplazándola por 

diez días para que presentara escrito de oposición al recurso 

o, en su caso, de impugnación de la resolución apelada en lo 

que les resultara desfavorable. La demandada presentó escrito 

de oposición, en el que, tras alegar los hechos y fundamentos 

de derecho que estimó de aplicación, terminó suplicando que 

“dicte nueva sentencia por la que, desestimando el mencionado 

recurso, se confirme íntegramente la dictada en su día por el 

Juzgador de Instancia, con expresa imposición de las costas 

causadas en la alzada”.  

Previo emplazamiento de las partes para comparecer ante 

esta Audiencia Provincial, fueron remitidos los autos a este 

Tribunal, donde se formó el correspondiente rollo de apelación 

que ha quedado para sentencia sin celebración de vista, tras 

señalarse para el día 26/11/2020 su votación y fallo. 

 

Tercero: En la tramitación de esta instancia se han 

observado las prescripciones legales. 

 

 



    

 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 

 

Primero: Frente a la Sentencia que estima parcialmente la 

demanda formulada la demandada ahora apelante alega, en primer 

lugar, con el título “Segunda.- Declaración de nulidad de la 

“cláusula gastos” y condena a la restitución”, en síntesis, 

que “la declaración de nulidad de dicha cláusula no debe 

comportar la obligación de restitución por BANCO DE SABADELL”; 

que “... los gastos que suponían la operación del préstamo 

hipotecario que nos ocupa fueron perfectamente especificados y 

detallados en su día a la prestataria, como resulta de la 

documentación que obra en autos. Es más, tales costes forman 

parte de la realidad de la negociación que toda persona 

emprende antes de adquirir la propiedad de un inmueble...”; 

que “Tampoco puede decirse que el prestatario pudiese tener 

problemas de comprensión o transparencia, ni siquiera en su 

doble sentido, porque, cuando se adquiere un inmueble, el 

adquirente se representa anticipadamente todo su coste como 

precio”. 

En segundo lugar, bajo el título “Tercera.- Restitución 

del importe correspondiente a los gastos pagados por la 

actora”, expone que “el prestatario es el interesado en la 

operación de financiación que se formaliza mediante la 

suscripción de un préstamo hipotecario como el que nos ocupa, 

lo que le debería obligar, por definición, a soportar los 

gastos de la operación en la que tiene interés, lo que abarca 

a la propia garantía hipotecaria, a sus aranceles notariales y 

registrales y a cualquier otro gasto necesario para el buen 

fin de la operación, tales como los gastos de tasación, 

gestoría y cualquier otro necesario para la formalización del 

préstamo”. Finalmente, se hace expresa mención a los gastos de 

tasación, argumentando que “Además de pretenderse la 

declaración de nulidad de la cláusula de gastos, la actora 



    

 

reclamó la cantidad de 168,06 € por la suma que pagó en 

concepto de gastos de tasación, habiendo sido condenada mi 

representada a dicho pago, motivo por el cual, procedemos a 

presentar el oportuno Recurso de Apelación”. 

Frente a tal pretensión, la demandante arguye en el motivo 

“PRIMERO.- De la abusividad de la cláusula de gastos y de los 

efectos de la nulidad de la cláusula de gastos”, que la 

cláusula no fue negociada individualmente. En el motivo 

“SEGUNDO.- De la restitución del importe correspondiente a los 

gastos pagados por la actora”, se hace referencia a la 

jurisprudencia de esta sección 4ª sobre el particular y, más 

concretamente, sobre la procedencia de condenar al prestamista 

al pago de los gastos de tasación del inmueble hipotecado. 

  

 Segundo.- Respecto de la trasparencia de la condición 

general de gastos y su negoción individualizada con carácter 

previo a su firma; resulta que no se ha practicado prueba que 

permita dar por probada la efectividad de tal negociación 

individualizada ni que permita concluir sobre la trasparencia 

o suministro de la exigible información. Además, sobre esta 

cuestión ya se pronunció esta Sección 4ª de la AP Murcia, en 

sentencia de 19-04-2018, nº 244/2018, rec. 996/2017, en la 

que, tras hacer referencia a la fundamentación dada por el 

juzgador de la primera instancia relativa a la incorporación 

al contrato de la cláusula litigiosa, añade que “A lo anterior 

debe añadirse que la parte ahora recurrente no propuso ni 

practicó prueba alguna sobre la realidad de la negociación de 

la repetida cláusula, pues se limitó a aportar la 

documentación previa, toda ella elaborada unilateralmente por 

la misma, y a referir que la iniciativa del contrato fue de 

los prestatarios, cuando ellos sólo la tuvieron respecto al 

contrato de préstamo, que ciertamente lo solicitan, pero las 

condiciones del mismo y las relativas a la hipoteca son 



    

 

fijadas unilateralmente por la entidad financiera. También 

señala la apelante un acto por el que los prestatarios 

autorizan a la gestoría a cargarles los gastos que iba a 

realizar, actos que realmente son en interés de la entidad 

financiera (pago de impuestos y actuaciones en el registro de 

la propiedad). Todo ello, al contrario de la interpretación 

interesada que pretende darle la apelante, lo que evidencia es 

la imposición de esas condiciones por parte de la entidad 

financiera y la ausencia de cualquier negociación entre ella y 

los consumidores”. Sentencia que se apoya en la exégesis que 

el TS ha efectuado de cláusulas con este contenido realizada 

en la sentencia de Pleno nº 705/2015, de 23 de diciembre ; 

reiterada en las ulteriores sentencias nº 147/2018 y 148/2018, 

de 15 de marzo y las nº 44/2019, 46/2019, 47/2019, 48/2019 y 

49/2019, todas de 23 de enero, y la nº 463/2019, de 11 de 

septiembre, que, por conocidas es innecesario su reproducción 

(fundamento de derecho segundo de la Sentencia de esta Sección 

4ª de 01-10-2020, nº 815/2020, rec. 1409/2019, que resolvió, 

desestimándolo un recurso de apelación interpuesto por BANCO 

SABADELL frente a la declaración de nulidad de la cláusula de 

gastos). 

 

Tercero.- En cuanto a los efectos económicos restitutorios 

derivados de la nulidad del clausulado, debemos continuar 

reiterando el fundamento de derecho tercero de la Sentencia de 

esta Sección 4ª de 01-10-2020, nº 815/2020, rec. 1409/2019, 

que, con referencia a la Sentencia de esta misma Sección de 28 

de junio de 2018, argumenta que “atendida la finalidad tuitiva 

del derecho de consumo, la abusividad de la cláusula implica, 

pura y simplemente, dejarla sin aplicación, a fin de que ésta 

no produzca efectos vinculantes para el consumidor, sin estar 

facultado el juez para modificar el contenido de la misma. Por 

todas, la STJUE de 21 de diciembre de 2016 [...] No cabe, 



    

 

pues, la integración del contrato mediante la moderación hasta 

límites admisibles (lo que doctrinalmente se conoce como 

"reducción conservadora"), como dice la STJUE de 21 de enero 

de 2015 (asuntos C-482/13, C-484/13, C485/13 y C-487/13, caso 

Unicaja y Caixabank) [...]. Hay, pues, que restablecer la 

situación de hecho y de derecho en la que se encontraría el 

consumidor de no haber existido tal cláusula abusiva. En 

consecuencia, en el caso que nos ocupa, habrá que determinar 

para cada uno de los conceptos reclamados si el consumidor 

estaría obligado a atender su pago en defecto de la cláusula 

cuestionada, ya que ésta debemos considerarla inexistente, al 

ser expulsada como norma privada que reglamenta las posiciones 

jurídicas de las partes» 

Para ello debemos acudir a las normas de derecho 

dispositivo o supletorio, que entre en juego en defecto de 

pacto (que es la situación que resulta cuando se declara 

nulo), tal y como ha venido a reconocer el TJUE en la 

sentencia de 16 de julio de 2020 al decir que “el hecho de que 

deba entenderse que una cláusula contractual declarada abusiva 

nunca ha existido justifica la aplicación de las disposiciones 

de Derecho nacional que puedan regular el reparto de los 

gastos de constitución y cancelación de hipoteca en defecto de 

acuerdo entre las partes. Pues bien, si estas disposiciones 

hacen recaer sobre el prestatario la totalidad o una parte de 

estos gastos, ni el artículo 6, apartado 1, ni el artículo 7, 

apartado 1, de la Directiva 93/13 se oponen a que se niegue al 

consumidor la restitución de la parte de dichos gastos que él 

mismo deba soportar”. 

 

Cuarto: Respecto de los gastos de tasación que, en cuantía 

de 168,06 €, han sido atribuidos al prestamista por la 

Sentencia apelada; debemos reiterar lo ya expuesto por esta 

Sección 4ª ante similar pretensión formulada por otro banco 



    

 

prestamista en el recurso de apelación nº 607/2019 frente a la 

misma decisión (en aquella ocasión adoptada por el Juzgado de 

1ª Instancia nº. 11 bis de Murcia). Así, en nuestra Sentencia 

de 24-10-2019, nº 803/2019, ya se dijo que “Respecto a los 

gastos de Tasación, debe ser desestimada la pretensión de 

Bankinter, S.A, porque el Pleno de las Secciones Civiles de 

esta Audiencia Provincial ha declarado, en sentencia de 19 de 

abril de 2018, que los mismos corresponde abonarlos al 

prestamista, al no existir norma de derecho nacional que 

determine quién debe abonarlos”. 

 

Quinto.- Costas de la segunda instancia. 

La desestimación del recurso, conlleva la imposición de 

costas de esta alzada al apelante (art. 398 y 394 de la LEC). 

 

Vistos los artículos citados y demás de general y 

pertinente aplicación. 

 

 

F A L L A M O S 

 

Que desestimando el recurso de apelación interpuesto por 

la mercantil “BANCO SABADELL”, S.A., contra la Sentencia de 

22/07/2019 por el Juzgado de Primera Instancia nº . 16 de 

Murcia, en los autos de Juicio Ordinario nº. 2712/2018, 

debemos confirmar y confirmamos la misma; con condena a la 

apelante al pago de las costas causadas en esta alzada.  

 

Notifíquese esta sentencia conforme a lo establecido en el 

artículo  248.4 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, 

haciéndose saber que esta resolución es firme al no caber 

recurso ordinario alguno contra ella, y ello sin perjuicio de 

que si la parte justifica y acredita la existencia de interés 
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casacional contra dicha sentencia podría interponerse recurso 

de casación  en los términos del artículo 477.2.3º de la Ley 

de Enjuiciamiento Civil en relación con el artículo 479 del 

mismo texto procesal, en cuyo caso deberá de interponerse el 

mismo ante esta sección de la Audiencia Provincial de Murcia, 

previo depósito  de la cantidad de 50 €, en el plazo de veinte 

días siguientes a la notificación de la presente resolución 

mediante su consignación en la Cuenta de Depósitos y 

Consignaciones de esta Sala, debiendo acreditar el pago de 

dicho depósito con el escrito preparando el recurso de 

casación, de conformidad con lo previsto en la Disposición 

Adicional 15ª apartados 1, 3 y 6 añadida a la Ley Orgánica del 

Poder Judicial por la LO 1/2009 y, en su momento, devuélvanse 

los autos originales al Juzgado de procedencia, de los que se 

servirá acusar recibo, acompañados de certificación literal de 

la presente resolución a los oportunos efectos de ejecución de 

lo acordado, uniéndose otro al rollo de apelación. 

 

 Así, por esta nuestra sentencia, lo pronunciamos, mandamos 

y firmamos.   
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